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Resumen

Desde mediados de los años 80, el proceso de globalización ha generado un fuerte impacto en las relaciones internacionales. En este marco, queremos analizar como este proceso y esta ideología han penetrado en la Universidad, cambiando sus prácticas y su escala de valores. En efecto, el libre mercado y la comercialización de los saberes han impactado en las relaciones académicas generando una escala de valores acorde a los lineamientos impuestos por organismos internacionales, con altos costos educativos.

En Argentina, entre las transformaciones más importantes ocurridas en el sistema universitario, donde la universidad aparece como “proveedora de servicios educativos”, se distinguen las siguientes: se establecieron nuevas universidades públicas y, también, se amplió notablemente el mercado de las universidades privadas. Se crearon nuevas carreras de grado, más cortas y relacionadas con la producción.

Se estructuraron programas de perfeccionamiento y actualización, que dieron nueva valoración y creación de un amplio mercado de posgrados, requisito casi indispensable para mantenerse en el mercado laboral en pos de la calificación demandada, constituyendo un indicador de discriminación, de segmentación y, en definitiva, de selección social, en función del alto costo que representa dicha formación, tanto en el ámbito privado como en el público.

Se manifiesta, entre otros cambios, la paradoja de la calidad docente y el “criterio de productividad”. En efecto, como una visión mecanicista, propia del taylorismo y el fordismo, este criterio de productividad se fue incorporando en la universidad, metamorfoseando a sus miembros en investigadores-máquinas productivistas, muy lejos de cualquier oportunidad de estar inmersos en el verdadero ocio intelectual y más próximos a la noción del negocio.

El camino para la recuperación de la calidad educativa es una responsabilidad compartida por toda la sociedad, que debe debatir su propio modelo en el marco de una conciencia clara que los saberes deben madurar y articularse en un tejido social, integrado y solidario, sin caer en la aceptación pasiva del discurso dominante. La Universidad, en la activación de la cultura, tiene la ineludible tarea de redefinición de lo público / privado como ámbito de construcción de un nuevo proceso de responsabilidades sociales /educativas.

Introducción

En la Argentina de los´90, la redefinición del rol del Estado a través de las medidas de desregulación de la economía y privatizaciones y la emergencia del mercado como reasignador "más eficiente" de recursos, conformó el escenario donde se procesó la reconversión del aparato productivo y el cambio económico y social.

Por otra parte, se ha verificado su retracción como compensador de los avatares a los que el mercado somete a los trabajadores; se ha pasado a un modelo con un Estado desertor y, en muchos casos, ausente. Se ha legitimado una sociedad donde hay sectores que necesariamente quedan (o quedarán) excluidos.
La orientación de las transformaciones, según el paradigma neoliberal, implementadas en nuestro país con características ortodoxas, tuvo trascendentales consecuencias socio económicas en tanto impactó en la distribución equitativa de la riqueza, generándose un escenario social con marcados signos recesivos, signos que se acentúan aún más desde la crisis de fines de 2001. El “ajuste” agudizó el proceso de exclusión social, dándose lugar al debilitamiento de aquellas políticas estatales que actuaban como redes de contención social, imponiéndose la eficiencia y la eficacia como valores culturales propios de un darwinismo económico y social.

Se trató de imponer la lógica del mercado al acceso de bienes sociales esenciales para la población tales como la salud y la educación. La universalidad, la igualdad y la gratuidad de esos bienes fueron cuestionadas bajo los argumentos de la ineficiencia y de los altos costos, favoreciéndose la privatización y la descentralización, en ambas áreas. En definitiva, lo que fue puesto en juego es nada menos que la justicia distributiva de esos bienes sociales y la equidad. Con relación a las políticas de educación superior, éstas forman parte de las políticas sociales globales en tanto configuran un modo especial de producción y distribución social del conocimiento; de tal modo posibilitan el incrementar o limitar el horizonte cultural de los habitantes de un país, de aumentar o acotar sus aportes a la política general.
En este contexto, ¿cuáles serán los puntos centrales para el abordaje de la temática de la crisis del sistema educativo y de los criterios orientadores de las políticas educativas? A tal efecto, se requeriría considerar, por un lado, las transformaciones a escala internacional y nacional que caracterizaron el último cuarto de siglo -la liberalización de los mercados, la formación de bloques regionales, la reducción de la iniciativa estatal, la revolución científico-tecnológica, la concentración creciente de mercados, de procesos productivos y de formas de gestión, la sustitución de ventajas comparativas por ventajas competitivas- que impusieron la reconversión del aparato productivo y, con ella, nuevas demandas profesionales. Por otro, es necesario señalar que se puso en cuestión la capacidad de respuesta que estaba en condiciones de dar el sistema educativo.

El nuevo paradigma educativo
El nuevo paradigma trató de imponer un modelo de educación superior orientado principalmente a la satisfacción del mercado laboral. El abordaje de las articulaciones entre la educación y el mercado permite traducir en términos de políticas educativas, las demandas de los nuevos paradigmas productivos.

Se impone, entonces, el supuesto que indique que la educación es la que debe adaptarse a las demandas de ese mercado, el cual formula requerimientos específicos a una esfera educacional que debe responder con rapidez, eficacia y flexibilidad “... en aras de atender las presiones de la producción y de las fuerzas del mercado... de estos espejismos de la excelencia y de la superespecialización. Estos criterios están tomados de la empresa y no tienen mucho que hacer en la universidad” (Jaim Etcheverry, 2003).

Pero, en un escenario social caracterizado por la exclusión, lo que este planteo encubre es que las bases de la exclusión social se hallan, precisamente, en el mercado. En consecuencia, el mundo del trabajo para cuyo desempeño competitivo deben ser formados los estudiantes, representa un espacio discriminador.

De tal manera, la hegemonía neoliberal ha buscado redefinir los modelos educativos, y debe restringir la distribución de los conocimientos para legitimizar la exclusión. En este marco, parecería que estamos asistiendo al surgimiento de una sociedad global de crecimiento “sin empleo”, donde la economía crece sin ser capaz de generar pleno empleo. Esta interpretación de la paradoja del crecimiento junto con el desempleo elevado, postula que el “cuello de botella” principal es la insuficiencia del desarrollo de los recursos humanos.

Frente a los altos índices de desocupación de nuestro país, inclusive en los ámbitos profesionales, cabe preguntarse en qué medida se aprovecha en el empleo los conocimientos adquiridos por el graduado a través de sus años de formación. En los empleos medios, la falta de oportunidades ha solamente sustituido a empleados no graduados por otros graduados.

Las transformaciones del sistema universitario. Los “servicios educativos”.
La diversificación institucional

En la Argentina de los últimos años puede constatarse que se ha producido una diversificación institucional, en el sistema de Educación Superior, ya que se creó una buena cantidad de nuevas universidades públicas -sobre todo en el Conurbano Bonaerense- y, también, se amplió notablemente el mercado de las universidades privadas.

A fines de 2002, se crearon por decreto dos universidades: la de Chilecito -en La Rioja- y la del Noroeste de la Provincia de Buenos Aires, en Junín, a pesar de que no contaban con el aval del Ministerio de Educación. Actualmente, existen proyectos para crear nuevas universidades nacionales a pesar de que el presupuesto para las 36 universidades nacionales existentes resulta escaso -y la posibilidad de incrementarlo es remota. En efecto, durante este año se presentaron en el Congreso Nacional proyectos de creación de nuevas universidades: en San Ramón de la Nueva Orán -Salta-, en Pilar, en José C. Paz, en Avellaneda, en San Vicente (San Martín, 2003).

Según establece la ley de educación superior, la creación de una universidad exige una ley nacional, "con previsión del presupuesto correspondiente" y un estudio de factibilidad que debe elaborar el Consejo Interuniversitario Nacional (CIN). Se comparte la idea de que no hay argumentos académicos ni institucionales que fundamenten la oportunidad de crear nuevas instituciones en momentos de escasez presupuestaria que, además, sólo contribuirían a la proliferación de sedes universitarias sin planificación, que caracterizó la década del 90.

La nueva oferta educativa

En la Argentina, la demanda del mercado determinando la oferta educativa dio lugar, particularmente a partir de la reforma de la Ley de Educación Superior, a que desde el sistema universitario se intentara dar respuesta a las mismas. De tal suerte, en especial las nuevas universidades públicas -y también las privadas- se inclinaron en muchos casos a la creación de nuevas carreras de grado, cada vez más cortas y más relacionadas con la producción.

Al respecto, resulta ilustrativa de esta tendencia la opinión de la rectora de la Universidad de Lanús, Ana Jaramillo (2002)
, quien afirmó que respondiendo a las necesidades locales, zonales y del país se elaboró la oferta académica del Conurbano Bonaerense. De esta manera, se definieron las carreras faltantes, articuladas con el sistema educativo (la capacitación de los docentes bonaerenses en la reforma educativa), con el sistema PyMEs (la carrera de Tecnología de los Alimentos), con el Servicio Penitenciario (la licenciatura en Seguridad), etc. Con relación a las nuevas universidades públicas sostuvo que la mayor parte tienen un área de industria, de PyMEs, de desarrollo local y regional. Como un indicador de este cambio de modelo es interesante resaltar que la rectora hace referencia a la Universidad Nacional de Lanús como la “universidad-ciudad”.

Asimismo, las universidades privadas, atentas a demandas particulares, crearon propuestas de carreras terciarias de específica salida laboral, o bien generaron ámbitos académicos de elite; atendieron especialmente a un público que se alejó de las universidades públicas por verlas “masificadas”, con conflictos de tipo político y con una disminución de sus recursos. Por otra parte, las regulaciones que rigen en las instituciones privadas dan lugar a modelos organizativos y de gestión que les confieren mayor flexibilidad organizacional y, en consecuencia, la posibilidad de desarrollar respuestas diversas y pertinentes, por parte de cada universidad.

Desde cierta perspectiva, la finalidad primordial de la institución universitaria debería ser brindar a las empresas los profesionales y los técnicos que éstas requieren. La cuestión que se plantea revive un interrogante que a mediados del siglo pasado formuló J. V. González (1941), y que remite al temor de hacer de la universidad una mera fábrica de profesionales. En una posición que supere la visión a corto plazo, es necesario pensar la relación universidad-empresa, en la que sea la universidad la que ingresa al mundo empresarial, con sus saberes y sus conocimientos. Esencialmente, esta postura se fundamenta en no creer que el mercado y sus mecanismos darvinianos puedan ser reguladores de ética alguna.

El mercado de los posgrados

En los `90, por una parte, el Banco Mundial impuso medidas que facilitaran el traspaso de las instituciones universitarias estatales al mercado. Por otra, la insuficiente inversión pública y la clientelística administración de importantes universidades dieron lugar a la tercerización de los posgrados y, paralelamente, se insertaron numerosas universidades norteamericanas y europeas (Puiggrós, 2003).

Instituciones públicas y privadas abrieron en el país delegaciones encargadas del dictado de posgrados, cursos de formación profesional y servicios para empresas. No instalaron campus sino redes de colaboración con instituciones locales Se trata de una modalidad muy utilizada por las universidades extranjeras que en lugar de abrir una sede, (exige una serie de trámites ante el Ministerio de Educación y más inversión), se entablan vinculaciones con universidades locales y se dictan, por ejemplo, programas de doble titulación, que se cursan un tiempo en cada país y con profesores de ambas instituciones.

En esta línea, atendiendo a requerimientos diversos, muchos de orden internacional, se estructuraron programas de perfeccionamiento, actualización, maestrías y doctorados que dieron nueva valoración a esta etapa del aprendizaje. En tal sentido, la generación de un amplio mercado de posgrados, requisito casi indispensable para mantenerse en el mercado laboral en pos de la calificación demandada, constituye un indicador de discriminación, de segmentación y, en definitiva, de selección social, en función del alto costo que representa dicha formación tanto en el ámbito privado como en el público.

Los investigadores productivistas

Podría decirse que “... el lenguaje de la calidad y la excelencia ha imbuido a la nueva ideología de la gestión que tiende a primar en la actual política educativa...” (Terrén, 1999), sin considerar a los actores que la integran, sus necesidades, sus intereses, sus bagajes culturales, sociales, sin los cuales no se puede generar el conocimiento, la identidad o la cultura del conjunto de los actores.

La calidad es “... entendida como coherencia absoluta con una cosmovisión en la que la lógica de la inversión, el mercado y la rentabilidad desplazan a la de la educación como derecho, formación o “enriquecimiento” subjetivo y responsabilidad social-estatal” (Pérez y Alonso Brá; 2001).

Para el caso de los docentes - investigadores, la tan mencionada calidad se evalúa mediante parámetros aislados y por la productividad. En términos económicos, la productividad implica eficacia y eficiencia en el desempeño individual y organizacional.

Mientras que en el mundo capitalista de principios del siglo pasado, los programas de elevación de la productividad estaban dirigidos fundamentalmente a los obreros; a fines de ese mismo milenio, parecería que la mayor oportunidad para el incremento de la productividad residiese en el trabajo intelectual.

Como una visión mecanicista, propia del taylorismo y el fordismo, este criterio de productividad se fue incorporando en la universidad, metamorfoseando a sus miembros en investigadores-máquinas productivistas, muy lejos de cualquier oportunidad de estar inmersos en el verdadero ocio intelectual y más próximos a la noción del negocio, acorde al proceso de “... mercantilización de las relaciones universitarias” (Raggio y Vilavicencio; 2001), donde el conocimiento también se transforma en una mercancía más.

El docente y el investigador de “corte clásico”, convertidos en agentes del mercado, que a modo de la producción en línea y por destajo, son incentivados a obtener una mayor recompensa cuando generan mayor cantidad de “papers” anuales. Paralelamente, creció el número de revistas con referato, con limitada participación en la discusión de problemáticas de orden público, pero reconocidas por los entes evaluadores universitarios oficiales.

Los problemas del financiamiento universitario

Las universidades recientes, tanto privadas como públicas, adquirieron mayor protagonismo, debido a que las nuevas tendencias conspiraron contra las universidades públicas más tradicionales, disminuyendo su participación con relación a la masa global del presupuesto. Por otra parte, se propicia la diversificación en el financiamiento universitario.

Sobre esta temática, Jaramillo manifestó que el problema no radica en el monto del presupuesto universitario, sino en su distribución equitativa entre las universidades. Así, la Universidad de Lanús recibe solo el 0.3% del presupuesto, registrando costos semejantes a los de la Universidad de Buenos Aires. Por consiguiente, debe tratar de generar recursos propios
 mediante la asistencia técnica y de consultoría de las carreras aranceladas y de la venta de diversos servicios.

Puiggrós considera que, en todas partes, el estado constituye el principal financiador directo o indirecto, porque es inversión de la sociedad por el bien común; es decir, que debe garantizar la continuidad de la formación universitaria en el mediano y largo plazo. Pueden existir otros aportes extraestatales junto con una legislación que garantice la no ingerencia en las normas de la universidad.

En otro orden, la base política del nuevo proyecto adhiere a la dirección impuesta por el Banco Mundial para la reforma y la modernización de la educación superior. Se promueve la transferencia de responsabilidades públicas hacia los sectores privados, afectándose el espacio educativo público. El conocimiento se privatiza, ya no es un derecho sino un bien de consumo para quienes puedan pagarlo.

La educación superior, un bien internacionalmente mercantilizable

Pero el Banco Mundial y otras entidades financieras no están solos en el proceso señalado precedentemente. En efecto, en la reunión de la Organización Mundial del Comercio -OMC-celebrada en Cancún en 2003, los Estados Unidos requirieron que la educación universitaria fuese atendida como un bien mercantilizable.

En tal sentido, prevalece una disposición de la OMC que obliga a sus integrantes a proceder a la desregulación de la alta enseñanza, lo cual lleva a cuestionarse cómo influirá el avance de la mundialización económica sobre la educación argentina.
Jurídicamente, el proceso consiste en que los países-miembro al refrendar el Acuerdo General de Comercio y Servicios -AGCS-, automáticamente admitieron la anexión de la educación superior como uno de los servicios a ser liberados progresivamente, arreglo consensuado por nuestro país.

Si se respetan los preceptos de la AGCS, una universidad extranjera podría establecerse en cualquier país sin ninguna necesidad de ser evaluada anticipadamente, ni de examinarse los contenidos de los programas de estudios, ni determinar la acreditación de los títulos emitidos. Además, las compañías transnacionales motivadas por realizar inversiones en el negocio de las universidades privadas o por la educación vía Internet podrán retirarse cuando sus números no cierren, minando la función de la educación como servicio público. De tal manera, bajo la hegemonía de los grandes capitales, hasta la fijación de la política educacional dejaría de ser facultad de los gobiernos nacionales, renunciando al ejercicio de su propia soberanía.
Para Argentina, la validez del cumplimiento legal de esta resolución proveniente de un organismo internacional es de orden superior a la jurisdicción nacional en tanto así lo ordena la propia Constitución (Días, 2003). Los estados adheridos a la OMC tienen tiempo hasta el 1º de enero del año 2005 para proponer sus limitaciones, de lo contrario, dicho organismo internacional podría sancionar a aquellos países que restringiesen en su jurisdicción las actividades comerciales de las organizaciones educativas.

Pero, esencialmente, los alcances de este proyecto mundial para comercializar la educación superior formulado desde la OMC constituye un serio peligro que amenaza a la sociedad argentina con “… perder el timón de su educación” (Puiggrós, 2003). “Lo que se debate aquí es mucho más que el dinero: es si la educación de los ciudadanos va a seguir en manos de los gobiernos democráticos o de las multinacionales” (Días, 2003)
.

Rol de la universidad ante las urgencias sociales

Si bien queda claro que la institución universitaria debe adecuarse a las demandas de un mundo globalizado, defendiéndose de las amenazas que comprometen el ejercicio de la soberanía nacional; sin embargo, frente a un modelo económico excluyente queda aún por definir el rol de la universidad pública en un contexto de crisis.

En esta línea, es imprescindible visualizar a la educación como integrante de una totalidad indivisible de la política social, y no solo, sectorialmente, como política educativa, es decir, la política educativa como parte del sistema de política social.

Al respecto, la entrevistada Adriana Puiggrós ubica esta problemática en la ausencia de cohesión necesaria como para que la universidad pueda organizar un discurso desde el lugar del sujeto político, social y pedagógico. Sin embargo, reconoce que existe mucho por realizar desde el espacio social de la universidad, tal como volcar el esfuerzo hacia programas de desarrollo con los productores, con los institutos regionales de capacitación técnica, con los gobiernos municipales y locales. Una Universidad que se comprometa con el aporte de cuadros técnicos y profesionales necesarios para la reconstitución del trabajo.

Según Krotsch (2002), los cambios operados en el contexto de la educación universitaria “... no lograron resolver los problemas más hondos... ni definir una nueva misión en tiempos tan críticos, cuando la voz de los claustros está ausente”.

¿La generación de conocimiento, el pensamiento crítico, el ocuparse de problemas  relevantes, se diluyeron detrás de la universidad-empresa?. Esta perspectiva adquiere más sentido en la visión de Bourdieu, quien enfatiza que la universidad es un campo de batalla intelectual, académico, entre dominantes y dominados, en tanto está sobredeterminada por la lucha que se da en el campo social. Y hablar de crisis hace referencia tanto a un contexto sociopolítico y económico en crisis como a una institución universitaria que, también en crisis, no ha encontrado aún el nuevo rol en este escenario, ni ha sido capaz de generar desde sus claustros en estos años, salvo en casos aislados, las respuestas que la sociedad le demanda.
¿De qué lado está el Estado?

Más allá de algunas concepciones teóricas, la experiencia muestra que los Estados en general no son neutrales. Y que muchas veces son instrumento de los poderosos, llámense Banco Mundial, Fondo Monetario Internacional, Organización Mundial del Comercio, etc.

El accionar del aparato estatal define y condiciona hondamente el sistema educativo de toda nación, tanto desde el alcance de su intervención en el suministro de servicios educativos, especialmente en la calidad de la enseñanza y los conocimientos adquiridos por los alumnos, así como, en el poder de inclusión-exclusión de los habitantes en el sistema educativo formal.

Este Estado en situaciones de crisis y ante lo que se debe hacer, es válido preguntarse ¿es que el Estado no puede o no quiere? ¿no tiene fuerzas suficientes? ¿quiere realmente tenerlas? De hecho, el auge neoliberal necesitó de decisiones estatales complacientes que cristalizaran alianzas de poder en torno a la política educativa emergente en los ‘90. El Estado quiso y pudo.

Ahora, ante el plan mundial para desregularizar y globalizar la educación superior, prioridad de los países desarrollados, se hace presente la acuciante amenaza de convertirla en un bien internacionalmente comercializable al límite de quedar fuera del poder estatal. Como consecuencia, se pone en serio riesgo a las universidades públicas, a la formación de profesionales e incluso a la propia identidad cultural argentina. Ante esta grave problemática: el Estado ¿quiere?... ¿puede?... Si este Estado no es neutral, ¿de qué lado está este Estado?

Conclusiones

La globalización, como realidad ineludible, afecta a las sociedades de todo el mundo. En tal sentido, las promesas del neoliberalismo y las bondades del mercado han estallado en casi todas las sociedades, de una u otra forma La crisis argentina ha dejado como fuerte legado una desigualdad sin precedentes. Una mayoría con necesidades básicas insatisfechas y una minoría de sobresatisfechos. Creemos en estas circunstancias que potenciar la educación en sus tres niveles significaría preocuparnos por la igualdad y la justicia social. La atención debe centrarse en la paridad de oportunidades
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